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Bruselas protegerá a los trabajadores  
que denuncien delitos de sus empresas
PROPUESTA DE DIRECTIVA/ Ofensiva de las autoridades comunitarias para luchar dentro de las empresas y de las 
administraciones contra la corrupción y el quebrantamiento de las reglas de la competencia y del mercado único.

M. Valverde. Madrid 

El Consejo de Ministros de 
Justicia e Interior de la Unión 
Europea aprobará, previsible-
mente el lunes, una propuesta 
de directiva que puede tener 
una repercusión enorme en 
las empresas y las administra-
ciones. La Unión Europea 
quiere garantizar la protec-
ción de los empleados que de-
nuncien las actividades ilíci-
tas “o abusos de Derecho” que 
pueden ver que se cometen 
en sus organizaciones. En 
principio, los Estados de la 
Unión tendrán hasta el 15 de 
mayo de 2021 para trasladar la 
norma a sus respectivas legis-
laciones. La directiva, a la que 
ha tenido acceso EXPAN-
SIÓN, es conocida en inglés 
como Whistleblowing (confi-
dente).    

La protección se extenderá 
también a los trabajadores au-
tónomos que tengan relación 
con la empresa o con la admi-
nistración investigada; los ac-
cionistas y miembros de los  
Consejos de Administración. 
También “a los voluntarios y 
los trabajadores en prácticas 
no remunerados”. Incluso, a 
las personas que, sin trabajar  
todavía en la empresa, “pue-
dan tener conocimiento de 
una infracción en el proceso 
de selección o negociación 
precontractual”. “Cualquier 
persona que trabaje bajo la su-
pervisión y la dirección de 
contratistas, subcontratistas y 
proveedores”. 

La norma comunitaria esta-
blece que los trabajadores po-
drán denunciar los hechos de-
lictivos o contrarios al Dere-
cho comunitario en aspectos 
como los siguientes: la contra-
tación pública; “las infraccio-
nes que afecten a los intereses  
financieros de la Unión [Euro-
pea]; la prevención del blan-
queo de capitales y de finan-
ciación del terrorismom, y “los 
actos que pretenden conse-
guir una ventaja fiscal que des-
virtúe la legislación del Im-
puesto de Sociedades”. Y, por 
lo tanto, que afectan a la com-
petencia.  

Además, otros ámbitos de 
aplicación de la Directiva co-
munitaria son los siguientes:  
la seguridad nuclear, la pro-
tección de los consumidores  y 
de los datos personales  y de la 
intimidad. En relación con es-

Más de 250.000 millones por corrupción 
M.V. Madrid  

Bruselas sostiene que la Di-
rectiva comunitaria “ayuda-
rá a las autoridades naciona-
les en sus esfuerzos por de-
tectar y erradicar el fraude y 
la corrupción en el Presu-
puesto de la Unión Euro-
pea”. Es decir, en las transfe-
rencias y subvenciones que 
reciben los países en todos 
los capítulos. “El actual ries-
go de pérdida de ingresos 
para los Estados se estima 
entre 179.000 y 256.000 mi-
llones de euros al año”. 

Además, las autoridades 
comunitarias subrayan que 

la norma “apoyará eficaz-
mente la lucha contra la eva-
sión fiscal, que provoca la 
pérdida de ingresos para 
los Estados miembros y la 
Unión Europea debido al 
traslado de beneficios” des-
de la UE a los paraísos. La 
memoria económica estima 
que el perjuicio causado está  
entre 50.000 y 70.000 millo-
nes de euros.  

La directiva asegura que 
“la introducción de una sóli-
da protección de los denun-
ciantes mejorará las condi-
ciones laborales del 40% de 
los trabajadores de la  Unión 

Europea, que actualmente 
están desprotegidas al care-
cer de medidas contra las re-
presalias”. También “refor-
zará la integridad y la trans-
parencia del sector público y 
del sector privado, contribu-
yendo a una competencias 
leal y equitativa en el merca-
do único”. 

La directiva calcula que 
los costes operativos anuales 
para el sector público y el 
sector privado de la aplica-
ción de la directiva pueden 
ascender a 1.336,6 millones 
de euros. De esta cifra, 
1.016,6 millones de euros co-

rresponderían al sector pri-
vado  –a las medianas y gran-
des empresas– y 319,9 millo-
nes, al sector público.  

Además, la Comisión Eu-
ropea afirma que la propues-
ta comunitaria “tendrá un 
impacto positivo sobre el de-
recho a unas condiciones de 
trabajo justas y equitativas”. 
Sobre todo, porque “garanti-
zará un nivel más elevado de 
protección de los denun-
ciantes mediante el estable-
cimiento de cauces de de-
nuncia y la mejora de la pro-
tección contra las represa-
lias en el contexto laboral”.    

Las empresas estarán obligadas a organizar cauces internos de denuncia de irregularidades.
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La protección 
también afectará  
a los accionistas  
y consejeros  
de las empresas 

biernos a que “prohiban todas 
las formas de represalias, ya 
sean directas o indirectas, 
contra los informantes” de los 
hechos delictivos en sus em-
presas o administraciones. 
Sobre todo, las autoridades 
deben evitar el despido, la 
suspensión de empleo, la des-
titución o medidas equivalen-
tes. Por ejemplo, la reducción 
salarial, el cambio de horario 
de trabajo, la degradación o la 
denegación de ascensos. 

Listas negras  
El trabajador informante de 
un hecho delictivo en su em-
presa tampoco podrá ser in-
cluido en listas negras o “ser 
objeto de una rescisión anti-
cipada de un contrato de tra-
bajo temporal”. Incluso, la 
Directiva entra en el detalle 
de que la empresa no puede 
tomar como represalia con-
tra el empleado “frenar la 
conversión de un contrato 
temporal en permanente”. 
Tampoco “se podrán causar 
daños, incluidos a su reputa-
ción, o pérdidas económicas, 
incluidas la caída del negocio 
y de los ingresos”.  

En todo caso, en un proceso 
judicial, la persona que haya 
tomado la represalia “deberá 
probar que el perjuicio” para 
el informador “no fue conse-
cuencia de la denuncia, sino 

tos aspectos, la normativa co-
munitaria afecta también a la 
seguridad de las redes y los sis-
temas de información. En 
cambio, los Estados son los 
competentes para la regula-
ción laboral en este terreno.        

Uno de los aspectos de la 
propuesta de directiva que 
pueden resultar más polémi-
cos es “la obligación” que ten-
drán las empresas y las admi-
nistraciones de organizar de 
forma interna la recepción y 
tramitación de denuncias.  

 Estarán obligadas a organi-
zar estos cauces internos de 
denuncia todas las empresas 
de más de 50 trabajadores, y 
las que tengan un volumen de 
negocios igual o superior a los 
10 millones de euros. Es decir, 
todas las medianas y grandes 
empresas. Incluso la Directi-
va abre esta obligación a las 
pequeñas empresas si en al-
gunos casos el Gobierno na-
cional advierte que hay riesgo 
de la comisión de delitos co-
rrespondiente.  

Blanqueo de capitales  
También tendrán que tener 
en cuenta esta obligación to-
das las entidades financieras 
“o que sean vulnerables al 
blanqueo de capitales o la fi-

nanciación del terrorismo”.    
En el sector público, esta-

rán obligados a organizar los 
procesos internos de denun-
cia el Gobierno central, las co-
munidades autónomas, las di-
putaciones provinciales y to-
dos los ayuntamientos de más 
de 10.000 habitantes. En todo 
caso, los gobiernos serán los 
responsables ante Bruselas 
del cumplimiento de la Direc-
tiva para la recepción de de-
nuncias. En primer lugar, que 
todas las entidades y empre-

sas  han organizado la recep-
ción y tramitación interna de 
las denuncias de los trabaja-
dores. En su caso, “si procede, 
tras consultar  con los agentes 
sociales”. Es decir, las organi-
zaciones de empresarios y los 
sindicatos. Y en segundo lu-
gar, que todas las administra-
ciones tienen un departamen-
to en el que reciban todas las 
denuncias de delitos que se 
producen en los sectores pri-
vados y públicos.    

Además, las administracio-

nes y las empresas estarán 
obligadas a garantizar “la con-
fidencialidad del informante 
[del delito] y a impedir el acce-
so a la misma del personal no 
autorizado”. También debe-
rán nombrar una persona o un 
servicio competente para tra-
mitar las denuncias. Ambos 
estarán obligados a comunicar 
al informante el curso dado a 
su aviso, en un plazo máximo 
de tres meses. 

Por lo tanto, el núcleo de la 
directiva emplaza a los go-
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que se basó exclusivamente en 
motivos debidamente justifi-
cados”. 

Bruselas deja en manos de 
los gobiernos el establecimien-
to de “sanciones eficaces, pro-
porcionadas y disuasorias” pa-
ra las personas y las empresas 
que cometan los siguientes he-
chos, entre otros, que impidan 
o intenten impedir la presen-
tación de denuncias; adopten 
represalias contra los infor-
mantes; promuevan procedi-
mientos “temerarios” contra 
los informantes  e “incumplan 
el deber de mantener la confi-
dencialidad de la identidad de 
los informantes”. 

De la misma manera, la nor-
ma comunitaria ordena a los 
gobiernos establecer el mismo 
tipo de sanciones para las per-
sonas que presenten denun-
cias falsas y “revelaciones ma-
liciosas o abusivas” sobre otros 
sujetos. Precisamente, en este 
sentido, Bruselas deja en ma-
nos de los gobiernos si las ad-
ministraciones deben aceptar 
y tramitar, o no, las denuncias 
anónimas de infracciones.   

Por todas estas razones, en 
la Exposición de Motivos de la 
Directiva los órganos comuni-
tarios dan importantes  justifi-
caciones para la norma. Entre 
ellas, “garantizar la necesaria 
igualdad de condiciones para 
que el mercado único funcio-
ne correctamente y las empre-
sas operen en un entorno de 
competencia leal”.  

Además, la norma “ayudará 
a prevenir y detectar la corrup-
ción, que supone una rémora 
para el crecimiento económi-
co, pues crea inseguridad en 
las empresas, ralentiza los pro-
cesos e impone costes adicio-
nales”. 

Con todos estos objetivos, 
los organismos directivos  de 
la Unión Europea destacan 
también la importancia de 
proteger a los denunciantes de  
los  hechos delictivos “para au-
mentar el nivel general de pro-
tección de los trabajadores”. 
Esta reflexión es fundamental, 
porque explica la directiva que 
“proteger a las personas que 
comunican la información ob-
tenida a través de sus activida-
des laborales (independiente-
mente de su naturaleza) y que 
corren el riesgo de sufrir re-
presalias, salvaguardará los 
derechos de los trabajadores 
en el sentido amplio del térmi-
no”. La protección “será de es-
pecial relevancia para los tra-
bajadores que se encuentren 
en una situación laboral preca-
ria o cuyo trabajo sea de natu-
raleza transfronteriza”.  

La norma obliga  
a  empresas de más 
de 50 trabajadores  
y a las que facturan 
más de 10 millones


